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TEMA 17 

LAS SOCIEDADES MERCANTILES Y SU REGIMEN FISCAL 
 

 

Art. 36 de la Ley del Impuesto Sobre Sociedades (LIS) 

DEDUCCIÓN POR INVERSIONES EN PRODUCCIONES 
CINEMATOGRÁFICAS, SERIES AUDIOVISUALES Y ESPECTÁCULOS EN 

VIVO DE ARTES ESCÉNICAS Y MUSICALES. 

(Páginas 763 y 765) 

 

1. Las inversiones en producciones españolas de largometrajes y cortometrajes 
cinematográficos y de series audiovisuales de ficción, animación o documental, que 
permitan la confección de un soporte físico previo a su producción industrial seriada darán 
derecho al productor o a los contribuyentes que participen en la financiación a una 
deducción: 

a) Del 30 por ciento respecto del primer millón de base de la deducción. 

b) Del 25 por ciento sobre el exceso de dicho importe. 

La base de la deducción estará constituida por el coste total de la producción, así como 
por los gastos para la obtención de copias y los gastos de publicidad y promoción a cargo 
del productor hasta el límite para ambos del 40 por ciento del coste de producción. 

Al menos el 50 por ciento de la base de la deducción deberá corresponderse con gastos 
realizados en territorio español. El importe de esta deducción no podrá ser superior a 20 
millones de euros. En el caso de series audiovisuales, la deducción se determinará por 
episodio y el límite a que se refiere el párrafo anterior será de 10 millones de euros por 
cada episodio producido. En el supuesto de una coproducción, los importes señalados en 
este apartado se determinarán, para cada coproductor, en función de su respectivo 
porcentaje de participación en aquella. 

Para la aplicación de la deducción, será necesario el cumplimiento de los siguientes 
requisitos: 

a’) Que la producción obtenga el correspondiente certificado de nacionalidad y el 
certificado que acredite el carácter cultural en relación con su contenido, su vinculación 
con la realidad cultural española o su contribución al enriquecimiento de la diversidad 
cultural de las obras cinematográficas que se exhiben en España, emitidos por el Instituto 
de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, o por el órgano correspondiente de la 
Comunidad Autónoma con competencia en la materia. Dichos certificados serán 
vinculantes para la Administración tributaria competente en materia de acreditación y 



aplicación de los anteriores incentivos fiscales e identificación del productor beneficiario, 
con independencia del momento de emisión de los mismos. 

b’) Que se entregue una copia nueva y en perfecto estado de la producción en la Filmoteca 
Española o la filmoteca oficialmente reconocida por la respectiva Comunidad Autónoma. 

La deducción prevista en este apartado se generará en cada período impositivo por el 
coste de producción incurrido en el mismo, si bien se aplicará a partir del período 
impositivo en el que finalice la producción de la obra. 

No obstante, en el supuesto de producciones de animación, la deducción prevista en este 
apartado se aplicará a partir del período impositivo en que se obtenga el certificado de 
nacionalidad señalado en la letra a’) anterior. 

La base de la deducción se minorará en el importe de las subvenciones recibidas para 
financiar las inversiones que generan derecho a deducción. 

El importe de esta deducción, conjuntamente con el resto de ayudas percibidas, no podrá 
superar el 50 por ciento del coste de producción. No obstante, dicho límite se elevará 
hasta: 

a’’) El 85 por ciento para los cortometrajes. 

b’’) El 80 por ciento para las producciones dirigidas por una persona que no haya dirigido 
o codirigido más de dos largometrajes calificados para su explotación comercial en salas 
de exhibición cinematográfica, cuyo presupuesto de producción no supere 1.500.000 
euros. 

c’’) El 80 por ciento en el caso de las producciones rodadas íntegramente en alguna de 
las lenguas cooficiales distintas al castellano que se proyecten en España en dicho idioma 
cooficial o subtitulado. 

d’’) El 80 por ciento en el caso de producciones dirigidas exclusivamente por personas 
con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento reconocido por el órgano 
competente. 

e’’) El 75 por ciento en el caso de producciones realizadas exclusivamente por directoras. 

f’’) El 75 por ciento en el caso de producciones con un especial valor cultural y artístico 
que necesiten un apoyo excepcional de financiación según los criterios que se establezcan 
mediante orden ministerial o en las correspondientes convocatorias de ayudas. 

g’’) El 75 por ciento en el caso de los documentales. 

h’’) El 75 por ciento en el caso de las obras de animación cuyo presupuesto de producción 
no supere 2.500.000 euros. 

i’’) El 60 por ciento en el caso de producciones transfronterizas financiadas por más de 
un Estado miembro de la Unión Europea y en las que participen productores de más de 
un Estado miembro. 

j’’) El 60 por ciento en el caso de coproducciones internacionales con países 
iberoamericanos. 

2. Los productores registrados en el Registro Administrativo de Empresas 
Cinematográficas y Audiovisuales del Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales que se encarguen de la ejecución de una producción extranjera de 



largometrajes cinematográficos o de obras audiovisuales que permitan la confección de 
un soporte físico previo a su producción industrial seriada tendrán derecho a la deducción 
prevista en este apartado por los gastos realizados en territorio español. 

La base de la deducción estará constituida por los siguientes gastos realizados en territorio 
español directamente relacionados con la producción: 

1.º Los gastos de personal creativo, siempre que tenga residencia fiscal en España o en 
algún Estado miembro del Espacio Económico Europeo. 

2.º Los gastos derivados de la utilización de industrias técnicas y otros proveedores. 

El importe de la deducción será: 

a) Del 30 por ciento respecto del primer millón de base de la deducción y del 25 por ciento 
sobre el exceso de dicho importe. 

La deducción se aplicará siempre que los gastos realizados en territorio español sean, al 
menos, de 1 millón de euros. No obstante, en el supuesto de producciones de animación 
tales gastos serán, al menos, de 200.000 euros. 

El importe de esta deducción no podrá ser superior a 20 millones de euros, por cada 
producción realizada. 

En el caso de series audiovisuales, la deducción se determinará por episodio y el límite a 
que se refiere el párrafo anterior será de 10 millones de euros por cada episodio producido. 

El importe de esta deducción, conjuntamente con el resto de ayudas percibidas por la 
empresa contribuyente, no podrá superar el 50 por ciento del coste de producción. 

b) Del 30 por ciento de la base de la deducción, cuando el productor se encargue de la 
ejecución de servicios de efectos visuales y los gastos realizados en territorio español sean 
inferiores a 1 millón de euros. 

El importe de esta deducción no podrá superar el importe que establece el Reglamento 
(UE) 1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de 
los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión a las ayudas 
de minimis. 

La deducción prevista en este apartado queda excluida del límite a que se refiere el último 
párrafo del apartado 1 del artículo 39 de esta ley. A efectos del cálculo de dicho límite no 
se computará esta deducción. 

Para la aplicación de la deducción, será necesario el cumplimiento de los siguientes 
requisitos: 

a') que la producción obtenga el correspondiente certificado que acredite el carácter 
cultural en relación con su contenido o su vinculación con la realidad cultural española o 
europea, emitido por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, o por 
el órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma con competencia en la materia. 
Este requisito no será exigible para la aplicación de la deducción recogida en la letra b) 
de este apartado. 

b') Que se incorpore en los títulos de crédito finales de la producción una referencia 
específica a haberse acogido al incentivo fiscal; la colaboración, en su caso, del Gobierno 
de España, las Comunidades Autónomas, las Film Commissions o las Film Offices que 
hayan intervenido de forma directa en la realización del rodaje u otros procesos de 



producción desarrollados en España, así como, en su caso, los lugares específicos de 
rodaje en España y, para el caso de obras audiovisuales de animación, el lugar donde 
radique el estudio al que se le ha encargado el servicio de producción. 

c') Que los titulares de los derechos autoricen el uso del título de la obra y del material 
gráfico y audiovisual de prensa que incluya de forma expresa lugares específicos del 
rodaje o de cualquier otro proceso de producción realizado en España, para la realización 
de actividades y elaboración de materiales de promoción en España y en el extranjero con 
fines culturales o turísticos, que puedan llevar a cabo las entidades estatales, autonómicas 
o locales con competencias en materia de cultura, turismo y economía, así como por las 
Film Commissions o Film Offices que hayan intervenido en la realización del rodaje o 
producción. 

Reglamentariamente se podrán establecer otros requisitos y obligaciones para tener 
derecho a la práctica de esta deducción. 

3. Los gastos realizados en la producción y exhibición de espectáculos en vivo de artes 
escénicas y musicales tendrán una deducción del 20 por ciento. 

La base de la deducción estará constituida por los costes directos de carácter artístico, 
técnico y promocional incurridos en las referidas actividades. 

La deducción generada en cada período impositivo no podrá superar el importe 
de 500.000 euros por contribuyente. 

Para la aplicación de esta deducción, será necesario el cumplimiento de los siguientes 
requisitos: 

a) Que el contribuyente haya obtenido un certificado al efecto, en los términos que se 
establezcan por Orden Ministerial, por el Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de 
la Música. 

b) Que, de los beneficios obtenidos en el desarrollo de estas actividades en el ejercicio en 
el que se genere el derecho a la deducción, el contribuyente destine al menos el 50 por 
ciento a la realización de actividades que dan derecho a la aplicación de la deducción 
prevista en este apartado. El plazo para el cumplimiento de esta obligación será el 
comprendido entre el inicio del ejercicio en que se hayan obtenido los referidos beneficios 
y los 4 años siguientes al cierre de dicho ejercicio. 

La base de esta deducción se minorará en el importe de las subvenciones recibidas para 
financiar los gastos que generen el derecho a la misma. El importe de la deducción, junto 
con las subvenciones percibidas por el contribuyente, no podrá superar el 80 por ciento 
de dichos gastos. 

(Modificado por la Ley 38/2022, de 27 de diciembre, para el establecimiento de gravámenes 
temporales energético y de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito y 
por la que se crea el impuesto temporal de solidaridad de las grandes fortunas, y se 
modifican determinadas normas tributarias) 

 

 

 

 



Art. 7 de la Ley del IVA (LIVA) 

OPERACIONES NO SUJETAS AL IMPUESTO. OPERACIONES 
REALIZADAS POR EL SECTOR PUBLICO. 

(Página 785) 

 

No estarán sujetas al impuesto: 

1.º La transmisión de un conjunto de elementos corporales y, en su caso, incorporales 
que, formando parte del patrimonio empresarial o profesional del sujeto pasivo, 
constituyan o sean susceptibles de constituir una unidad económica autónoma en el 
transmitente, capaz de desarrollar una actividad empresarial o profesional por sus propios 
medios, con independencia del régimen fiscal que a dicha transmisión le resulte de 
aplicación en el ámbito de otros tributos y del procedente conforme a lo dispuesto en el 
artículo 4, apartado cuatro, de esta Ley. 

Quedarán excluidas de la no sujeción a que se refiere el párrafo anterior las siguientes 
transmisiones: 

a) La mera cesión de bienes o de derechos. 

b) Las realizadas por quienes tengan la condición de empresario o profesional 
exclusivamente conforme a lo dispuesto por el artículo 5, apartado uno, letra c) de esta 
Ley, cuando dichas transmisiones tengan por objeto la mera cesión de bienes. 

c) Las efectuadas por quienes tengan la condición de empresario o profesional 
exclusivamente por la realización ocasional de las operaciones a que se refiere el artículo 
5, apartado uno, letra d) de esta Ley. 

A los efectos de lo dispuesto en este número, resultará irrelevante que el adquirente 
desarrolle la misma actividad a la que estaban afectos los elementos adquiridos u otra 
diferente, siempre que se acredite por el adquirente la intención de mantener dicha 
afectación al desarrollo de una actividad empresarial o profesional. 

En relación con lo dispuesto en este número, se considerará como mera cesión de bienes 
o de derechos, la transmisión de éstos cuando no se acompañe de una estructura 
organizativa de factores de producción materiales y humanos, o de uno de ellos, que 
permita considerar a la misma constitutiva de una unidad económica autónoma. 

En caso de que los bienes y derechos transmitidos, o parte de ellos, se desafecten 
posteriormente de las actividades empresariales o profesionales que determinan la no 
sujeción prevista en este número, la referida desafectación quedará sujeta al Impuesto en 
la forma establecida para cada caso en esta Ley. 

Los adquirentes de los bienes y derechos comprendidos en las transmisiones que se 
beneficien de la no sujeción establecida en este número se subrogarán, respecto de dichos 
bienes y derechos, en la posición del transmitente en cuanto a la aplicación de las normas 
contenidas en el artículo 20, apartado uno, número 22.º y en los artículos 92 a 114 de esta 
Ley. 



2.º Las entregas gratuitas de muestras de mercancías sin valor comercial estimable, con 
fines de promoción de las actividades empresariales o profesionales. 

A los efectos de esta Ley, se entenderá por muestras de mercancías los artículos 
representativos de una categoría de las mismas que, por su modo de presentación o 
cantidad, sólo puedan utilizarse en fines de promoción. 

3.º Las prestaciones de servicios de demostración a título gratuito efectuadas para la 
promoción de las actividades empresariales o profesionales. 

4.º Las entregas sin contraprestación de impresos u objetos de carácter publicitario. 

Los impresos publicitarios deberán llevar de forma visible el nombre del empresario o 
profesional que produzca o comercialice bienes o que ofrezca determinadas prestaciones 
de servicios. 

A los efectos de esta Ley, se considerarán objetos de carácter publicitario los que carezcan 
de valor comercial intrínseco, en los que se consigne de forma indeleble la mención 
publicitaria. 

Por excepción a lo dispuesto en este número, quedarán sujetas al Impuesto las entregas 
de objetos publicitarios cuando el coste total de los suministros a un mismo destinatario 
durante el año natural exceda de 200 euros, a menos que se entreguen a otros sujetos 
pasivos para su redistribución gratuita. 

5.º Los servicios prestados por personas físicas en régimen de dependencia derivado de 
relaciones administrativas o laborales, incluidas en estas últimas las de carácter especial. 

6.º Los servicios prestados a las cooperativas de trabajo asociado por los socios de las 
mismas y los prestados a las demás cooperativas por sus socios de trabajo. 

7.º Las operaciones previstas en el artículo 9, número 1.º y en el artículo 12, números 1.º 
y 2.º de esta Ley, siempre que no se hubiese atribuido al sujeto pasivo el derecho a efectuar 
la deducción total o parcial del Impuesto sobre el Valor Añadido efectivamente soportado 
con ocasión de la adquisición o importación de los bienes o de sus elementos 
componentes que sean objeto de dichas operaciones. 

Tampoco estarán sujetas al impuesto las operaciones a que se refiere el artículo 12, 
número 3.º de esta Ley cuando el sujeto pasivo se limite a prestar el mismo servicio 
recibido de terceros y no se le hubiera atribuido el derecho a deducir total o parcialmente 
el Impuesto sobre el Valor Añadido efectivamente soportado en la recepción de dicho 
servicio. 

8.º A) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas directamente por las 
Administraciones Públicas, así como las entidades a las que se refieren los apartados C) 
y D) de este número, sin contraprestación o mediante contraprestación de naturaleza 
tributaria. 

B) A estos efectos se considerarán Administraciones Públicas: 

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local. 



b) Las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social. 

c) Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las Agencias Estatales. 

d) Cualesquiera entidad de derecho público con personalidad jurídica propia, dependiente 
de las anteriores que, con independencia funcional o con una especial autonomía 
reconocida por la Ley tengan atribuidas funciones de regulación o control de carácter 
externo sobre un determinado sector o actividad. 

No tendrán la consideración de Administraciones Públicas las entidades públicas 
empresariales estatales y los organismos asimilados dependientes de las Comunidades 
Autónomas y Entidades locales. 

C) No estarán sujetos al Impuesto los servicios prestados en virtud de los encargos 
ejecutados por los entes, organismos y entidades del sector público que ostenten, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la Ley de Contratos del Sector 
Público, la condición de medio propio personificado del poder adjudicador que haya 
ordenado el encargo, en los términos establecidos en el referido artículo 32. 

D) Asimismo, no estarán sujetos al Impuesto los servicios prestados por cualesquiera 
entes, organismos o entidades del sector público, en los términos a que se refiere el 
artículo 3.1 de la Ley de Contratos del Sector Público, a favor de las Administraciones 
Públicas de la que dependan o de otra íntegramente dependiente de estas, cuando dichas 
Administraciones Públicas ostenten la titularidad íntegra de los mismos. 

E) La no consideración como operaciones sujetas al impuesto que establecen los dos 
apartados C) y D) anteriores será igualmente aplicable a los servicios prestados entre las 
entidades a las que se refieren los mismos, íntegramente dependientes de la misma 
Administración Pública. 

F) En todo caso, estarán sujetas al Impuesto las entregas de bienes y prestaciones de 
servicios que las Administraciones, entes, organismos y entidades del sector público 
realicen en el ejercicio de las actividades que a continuación se relacionan: 

a´) Telecomunicaciones. 

b´) Distribución de agua, gas, calor, frío, energía eléctrica y demás modalidades de 
energía. 

c´) Transportes de personas y bienes. 

d´) Servicios portuarios y aeroportuarios y servicios de administración de infraestructuras 
ferroviarias incluyendo, a estos efectos, las concesiones y autorizaciones exceptuadas de 
la no sujeción del Impuesto por el número 9.º siguiente. 

e´) Obtención, fabricación o transformación de productos para su transmisión posterior. 

f´) Intervención sobre productos agropecuarios dirigida a la regulación del mercado de 
estos productos. 

g´) Explotación de ferias y de exposiciones de carácter comercial. 



h´) Almacenaje y depósito. 

i´) Las de oficinas comerciales de publicidad. 

j´) Explotación de cantinas y comedores de empresas, economatos, cooperativas y 
establecimientos similares. 

k´) Las de agencias de viajes. 

l´) Las comerciales o mercantiles de los Entes públicos de radio y televisión, incluidas las 
relativas a la cesión del uso de sus instalaciones. 

m´) Las de matadero. 

9.º Las concesiones y autorizaciones administrativas, con excepción de las siguientes: 

a) Las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar el dominio público portuario. 

b) Las que tengan por objeto la cesión de los inmuebles e instalaciones en aeropuertos. 

c) Las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar infraestructuras ferroviarias. 

d) Las autorizaciones para la prestación de servicios al público y para el desarrollo de 
actividades comerciales o industriales en el ámbito portuario. 

10.º Las prestaciones de servicios a título gratuito a que se refiere el artículo 12, número 
3.º de esta Ley que sean obligatorias para el sujeto pasivo en virtud de normas jurídicas o 
convenios colectivos, incluso los servicios telegráficos y telefónicos prestados en régimen 
de franquicia. 

11.º Las operaciones realizadas por las Comunidades de Regantes para la ordenación y 
aprovechamiento de las aguas. 

12.º Las entregas de dinero a título de contraprestación o pago. 

(Modificado por la Ley 26/2022, de 19 de diciembre, por la que se modifica la Ley 
38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario.) 

 

 

Art. 45 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se 
aprueba el Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

BENEFICIOS FISCALES. 

(Página 820) 

Los beneficios fiscales aplicables en cada caso a las tres modalidades de gravamen a que 
se refiere el artículo 1 de la presente Ley serán los siguientes: 
 
I. A) Estarán exentos del impuesto: 



a) El Estado y las Administraciones públicas territoriales e institucionales y sus 
establecimientos de beneficencia, cultura, Seguridad Social, docentes o de fines 
científicos. 
Esta exención será igualmente aplicable a aquellas entidades cuyo régimen fiscal haya 
sido equiparado por una Ley al del Estado o al de las Administraciones públicas citadas. 
b) Las entidades sin fines lucrativos a que se refiere artículo 2 de la Ley 49/2002, de 23 
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, que se acojan al régimen fiscal especial en la forma prevista en el 
artículo 14 de dicha Ley. 
A la autoliquidación en que se aplique la exención se acompañará la documentación que 
acredite el derecho a la exención. 
c) Las cajas de ahorro y las fundaciones bancarias, por las adquisiciones directamente 
destinadas a su obra social. 
d) La Iglesia Católica y las iglesias, confesiones y comunidades religiosas que tengan 
suscritos acuerdos de cooperación con el Estado español. 
e) El Instituto de España y las Reales Academias integradas en el mismo, así como las 
instituciones de las Comunidades Autónomas que tengan fines análogos a los de la Real 
Academia Española. 
f) Los partidos políticos con representación parlamentaria. 
g) La Cruz Roja Española y la Organización Nacional de Ciegos Españoles. 
h) La Obra Pía de los Santos Lugares. 
 
B) Estarán exentas: 
1. Las transmisiones y demás actos y contratos en que la exención resulte concedida por 
Tratados o Convenios Internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento 
interno. 
2. Las transmisiones que se verifiquen en virtud de retracto legal, cuando el adquirente 
contra el cual se ejercite aquél hubiere satisfecho ya el impuesto. 
3. Las aportaciones de bienes y derechos verificados por los cónyuges a la sociedad 
conyugal, las adjudicaciones que a su favor y en pago de las mismas se verifiquen a su 
disolución y las transmisiones que por tal causa se hagan a los cónyuges en pago de su 
haber de gananciales. 
4. Las entregas de dinero que constituyan el precio de bienes o se verifiquen en pago de 
servicios personales, de créditos o indemnizaciones. Las actas de entrega de cantidades 
por las entidades financieras, en ejecución de escrituras de préstamo hipotecario, cuyo 
impuesto haya sido debidamente liquidado o declarada la exención procedente. 
5. Los anticipos sin interés concedidos por el Estado y las Administraciones Públicas, 
Territoriales e Institucionales. 
6. Las transmisiones y demás actos y contratos a que dé lugar la concentración parcelaria, 
las de permuta forzosa de fincas rústicas, las permutas voluntarias autorizadas por el 
Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario, así como las de acceso a la propiedad 
derivadas de la legislación de arrendamientos rústicos y las adjudicaciones del Instituto 
de Reforma y Desarrollo Agrario a favor de agricultores en régimen de cultivo personal 
y directo, conforme a su legislación específica. 
7. Las transmisiones de terrenos que se realicen como consecuencia de la aportación a las 
Juntas de Compensación por los propietarios de la unidad de ejecución y las 
adjudicaciones de solares que se efectúen a los propietarios citados, por las propias Juntas, 
en proporción a los terrenos incorporados. 
Los mismos actos y contratos a que dé lugar la reparcelación en las condiciones señaladas 
en el párrafo anterior. 



Esta exención estará condicionada al cumplimiento de todos los requisitos urbanísticos. 
8. Los actos relativos a las garantías que presten los tutores en garantía del ejercicio de 
sus cargos. 
9. Las transmisiones de valores, admitidos o no a negociación en un mercado secundario 
oficial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 108 de la Ley 24/1988, de 28 de 
julio, del Mercado de Valores. 
10. Las operaciones societarias a que se refieren los apartados 1.º, 2.º y 3.º del artículo 
19.2 y el artículo 20.2 anteriores, en su caso, en cuanto al gravamen por las modalidades 
de transmisiones patrimoniales onerosas o de actos jurídicos documentados. 
11. La constitución de sociedades, el aumento de capital, las aportaciones que efectúen 
los socios que no supongan aumento de capital y el traslado a España de la sede de 
dirección efectiva o del domicilio social de una sociedad cuando ni una ni otro estuviesen 
previamente situados en un Estado miembro de la Unión Europea. 
12.a) La transmisión de terrenos y solares y la cesión del derecho de superficie para la 
construcción de edificios en régimen de viviendas de protección oficial. Los préstamos 
hipotecarios solicitados para la adquisición de aquellos, en cuanto al gravamen de actos 
jurídicos documentados. 
b) Las escrituras públicas otorgadas para formalizar actos o contratos relacionados con la 
construcción de edificios en régimen de «viviendas de protección oficial», siempre que 
se hubiera solicitado dicho régimen a la Administración competente en dicha materia. 
c) Las escrituras públicas otorgadas para formalizar la primera transmisión de viviendas 
de protección oficial, una vez obtenida la calificación definitiva. 
d) La constitución de préstamos hipotecarios para la adquisición exclusiva de viviendas 
de protección oficial y sus anejos inseparables, con el límite máximo del precio de la 
citada vivienda, y siempre que este último no exceda de los precios máximos establecidos 
para las referidas viviendas de protección oficial. 
e) La constitución de sociedades y la ampliación de capital, cuando tengan por exclusivo 
objeto la promoción o construcción de edificios en régimen de protección oficial. 
Para el reconocimiento de las exenciones previstas en las letras a) y b) anteriores bastará 
que se consigne en el documento que el contrato se otorga con la finalidad de construir 
viviendas de protección oficial y quedará sin efecto si transcurriesen tres años a partir de 
dicho reconocimiento sin que obtenga la calificación o declaración provisional o cuatro 
años si se trata de terrenos. La exención se entenderá concedida con carácter provisional 
y condicionada al cumplimiento que en cada caso exijan las disposiciones vigentes para 
esta clase de viviendas. En el supuesto de las letras a) y b) de este apartado, el cómputo 
del plazo de prescripción previsto en el artículo 67 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, comenzará a contarse una vez transcurrido el plazo de tres o cuatro 
años de exención provisional. 
Las exenciones previstas en este número se aplicarán también a aquéllas que, con 
protección pública, dimanen de la legislación propia de las Comunidades Autónomas, 
siempre que los parámetros de superficie máxima protegible, precio de la vivienda y 
límite de ingresos de los adquirentes no excedan de los establecidos en la norma estatal 
para las viviendas de protección oficial. 
13. Las transmisiones y demás actos y contratos cuando tengan por exclusivo objeto 
salvar la ineficacia de otros actos anteriores por los que se hubiera satisfecho el impuesto 
y estuvieran afectados de vicio que implique inexistencia o nulidad. 
14. En las ciudades de Ceuta y Melilla se mantendrán las bonificaciones tributarias 
establecidas en la Ley de 22 de diciembre de 1955. 
15. Los depósitos en efectivo y los préstamos, cualquiera que sea la forma en que se 
instrumenten, incluso los representados por pagarés, bonos, obligaciones y títulos 



análogos. La exención se extenderán a la transmisión posterior de los títulos que 
documenten el depósito o el préstamo, así como el gravamen sobre actos jurídicos 
documentados que recae sobre pagarés, bonos, obligaciones y demás títulos análogos 
emitidos en serie, por plazo no superior a dieciocho meses, representativos de capitales 
ajenos por los que se satisfaga una contraprestación por diferencia entre el importe 
satisfecho en la emisión y el comprometido a reembolsar al vencimiento, incluidos los 
préstamos representados por bonos de caja emitidos por los bancos industriales o de 
negocios. 
16. Las transmisiones de edificaciones a las empresas que realicen habitualmente las 
operaciones de arrendamiento financiero a que se refiere la disposición adicional séptima 
de la Ley 26/1988, de 29 de julio, para ser objeto de arrendamiento con opción de compra 
a persona distinta del transmitente, cuando dichas operaciones estén exentas del Impuesto 
sobre el Valor Añadido. 
Será requisito imprescindible para poder disfrutar de este beneficio que no existan 
relaciones de vinculación directas o indirectas, conforme a lo previsto en el artículo 16 de 
la Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, entre transmitente, 
adquirente o arrendatario. 
17. Las transmisiones de vehículos usados con motor mecánico para circular por 
carretera, cuando el adquirente sea un empresario dedicado habitualmente a la 
compraventa de los mismos y los adquiera para su reventa. 
La exención se entenderá concedida con carácter provisional y para elevarse a definitiva 
deberá justificarse la venta del vehículo adquirido dentro del año siguiente a la fecha de 
su adquisición. 
18. Las primeras copias de escrituras notariales que documenten la cancelación de 
hipotecas de cualquier clase, en cuanto al gravamen gradual de la modalidad "Actos 
Jurídicos Documentados" que grava los documentos notariales. 
19. Las escrituras que contengan quitas o minoraciones de las cuantías de préstamos, 
créditos u otras obligaciones del deudor que se incluyan en los acuerdos de refinanciación 
o en los acuerdos extrajudiciales de pago establecidos en la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, siempre que, en todos los casos, el sujeto pasivo sea el deudor. 
20.1 Las operaciones de constitución y aumento de capital de las sociedades de inversión 
de capital variable reguladas en la Ley de Instituciones de Inversión Colectiva, así como 
las aportaciones no dinerarias a dichas entidades, quedarán exentas en la modalidad de 
operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados. 
2. Los fondos de inversión de carácter financiero regulados en la ley citada anteriormente 
gozarán de exención en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados con el mismo alcance establecido en el apartado anterior. 
3. Las instituciones de inversión colectiva inmobiliaria reguladas en la Ley citada 
anteriormente que, con el carácter de instituciones de inversión colectiva no financieras, 
tengan por objeto social exclusivo la adquisición y la promoción, incluyendo la compra 
de terrenos, de cualquier tipo de inmueble de naturaleza urbana para su arrendamiento, 
tendrán el mismo régimen de tributación que el previsto en los dos apartados anteriores. 
Del mismo modo, dichas instituciones gozarán de una bonificación del 95 por ciento de 
la cuota de este impuesto por la adquisición de viviendas destinadas al arrendamiento y 
por la adquisición de terrenos para la promoción de viviendas destinadas al 
arrendamiento, siempre que, en ambos casos, cumplan los requisitos específicos sobre 
mantenimiento de los inmuebles establecidos en las letras c) y d) del artículo 28.5 del 
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 



Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, salvo que, con carácter excepcional, medie la 
autorización expresa de la Comisión Nacional del Mercado de Valores. 
4. Los fondos de titulización hipotecaria, los fondos de titulización de activos financieros, 
y los fondos de capital riesgo estarán exentos de todas las operaciones sujetas a la 
modalidad de operaciones societarias. 
21. Las aportaciones a los patrimonios protegidos de las personas con discapacidad 
regulados en la Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad, de 
Modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa 
Tributaria con esta finalidad. 
22. Las operaciones de constitución y aumento de capital de las Sociedades de Inversión 
en el Mercado Inmobiliario reguladas en la Ley 11/2009, por la que se regulan las 
Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario, así como las 
aportaciones no dinerarias a dichas sociedades, quedarán exentas en la modalidad de 
operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados. 
Asimismo, gozarán de una bonificación del 95 por ciento de la cuota de este impuesto 
por la adquisición de viviendas destinadas al arrendamiento y por la adquisición de 
terrenos para la promoción de viviendas destinadas al arrendamiento, siempre que, en 
ambos casos, cumplan el requisito específico de mantenimiento establecido en el apartado 
3 del artículo 3 de la Ley 11/2009. 
23. Las escrituras de formalización de las novaciones contractuales de préstamos y 
créditos hipotecarios que se produzcan al amparo del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de 
marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, y del 
nuevo Código de Buenas Prácticas que se introduce con el Real Decreto-ley 19/2022, de 
22 de noviembre, por el que se establece un Código de Buenas Prácticas para aliviar la 
subida de los tipos de interés en préstamos hipotecarios sobre vivienda habitual, se 
modifica el Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección 
de deudores hipotecarios sin recursos, y se adoptan otras medidas estructurales para la 
mejora del mercado de préstamos hipotecarios, quedarán exentas de la cuota gradual de 
documentos notariales de la modalidad de actos jurídicos documentados de este Impuesto. 
24. Las transmisiones de activos y, en su caso, de pasivos, así como la concesión de 
garantías de cualquier naturaleza, cuando el sujeto pasivo sea la Sociedad de Gestión de 
Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria, regulada en la Disposición 
adicional séptima de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución 
de Entidades de Crédito, por cualquiera de sus modalidades. 
Las transmisiones de activos o, en su caso, pasivos efectuadas por la Sociedad de Gestión 
de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria a entidades participadas directa 
o indirectamente por dicha Sociedad, en al menos el 50 por ciento del capital, fondos 
propios, resultados o derechos de voto de la entidad participada en el momento 
inmediatamente anterior a la transmisión, o como consecuencia de la misma. 
Las transmisiones de activos y pasivos realizadas por la Sociedad de Gestión de Activos 
Procedentes de la Reestructuración Bancaria, o por las entidades constituidas por esta 
para cumplir con su objeto social, a los Fondos de Activos Bancarios, a que se refiere la 
disposición adicional décima de la citada Ley 9/2012, de 14 de noviembre. 
Las transmisiones de activos y pasivos realizadas por los Fondos de Activos Bancarios, a 
otros Fondos de Activos Bancarios. 
Las operaciones de reducción del capital y de disolución de la Sociedad de Gestión de 
Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria, de sus sociedades participadas en 
al menos el 50 por ciento del capital, fondos propios, resultados o derechos de voto de la 
entidad participada en el momento inmediatamente anterior a la transmisión, o como 



consecuencia de la misma, y de disminución de su patrimonio o disolución de los Fondos 
de Activos Bancarios. 
El tratamiento fiscal previsto en los párrafos anteriores respecto a las operaciones entre 
los Fondos de Activos Bancarios resultará de aplicación, solamente, durante el período 
de tiempo de mantenimiento de la exposición del Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria a los citados fondos, previsto en el apartado 10 de la disposición adicional 
décima de esta Ley. 
25. Las escrituras de préstamo con garantía hipotecaria en las que el prestatario sea alguna 
de las personas o entidades incluidas en la letra A) anterior. 
26. Los arrendamientos de vivienda para uso estable y permanente a los que se refiere el 
artículo 2 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos. 
27. La constitución, disolución y las modificaciones consistentes en aumentos y 
disminuciones de los fondos de pensiones regulados en el texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre. 
28. Las escrituras de formalización de las novaciones contractuales de préstamos y 
créditos hipotecarios que se produzcan al amparo del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, quedarán exentas de la cuota gradual de documentos notariales de 
la modalidad de actos jurídicos documentados de este Impuesto, siempre que tengan su 
fundamento en los supuestos regulados en los artículos 7 a 16 del citado real decreto-ley, 
referentes a la moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual. 
29. Las escrituras de formalización de las moratorias previstas en artículo 13.3 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, así como en el artículo 24.2 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, y de 
las moratorias convencionales concedidas al amparo de Acuerdos marco sectoriales 
adoptados como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 previstas 
en el artículo 7 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo. 
30. Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos hipotecarios 
y de arrendamientos, préstamos, leasing y renting sin garantía hipotecaria que se 
produzcan en aplicación de la moratoria hipotecaria para el sector turístico, regulada en 
los artículos 3 a 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo, y de la moratoria para el sector del 
transporte público de mercancías y discrecional de viajeros en autobús, regulada en los 
artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio, de medidas de reactivación 
económica para hacer frente al impacto del COVID-19 en los ámbitos de transportes y 
vivienda. 
31. Cuando exista garantía real inscribible, las escrituras de formalización de la extensión 
de los plazos de vencimiento de las operaciones de financiación que han recibido aval 
público previstos en el artículo 7 del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas 
extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la 
COVID-19, quedarán exentas de la cuota gradual de documentos notariales de la 
modalidad de actos jurídicos documentados de este impuesto. 
32. Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos hipotecarios 
o sin garantía hipotecaria que se produzcan en aplicación de la suspensión de las 
obligaciones de pago de intereses y principal conforme a los artículos 15 a 21 del Real 
Decreto-ley 20/2021, de 5 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo 



a los afectados para la reparación de los daños ocasionados por las erupciones volcánicas 
y para la reconstrucción económica y social de la isla de La Palma. 
33. 1. La emisión, transmisión y amortización de los bonos garantizados y participaciones 
hipotecarias y certificados de transmisión de hipoteca regulados en el Real Decreto-ley 
24/2021, de 2 de noviembre, de transposición de directivas de la Unión Europea en las 
materias de bonos garantizados, distribución transfronteriza de organismos de inversión 
colectiva, datos abiertos y reutilización de la información del sector público, ejercicio de 
derechos de autor y derechos afines aplicables a determinadas transmisiones en línea y a 
las retransmisiones de programas de radio y televisión, exenciones temporales a 
determinadas importaciones y suministros, de personas consumidoras y para la 
promoción de vehículos de transporte por carretera limpios y energéticamente eficientes, 
así como su reembolso. 
2. Las transmisiones de activos para constituir el patrimonio separado previsto para el 
caso de concurso de la entidad emisora y la transmisión de préstamos a otra entidad de 
crédito para la financiación conjunta de las emisiones, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 14 del Real Decreto-ley 24/2021, de 2 de noviembre, de transposición de 
directivas de la Unión Europea en las materias de bonos garantizados, distribución 
transfronteriza de organismos de inversión colectiva, datos abiertos y reutilización de la 
información del sector público, ejercicio de derechos de autor y derechos afines aplicables 
a determinadas transmisiones en línea y a las retransmisiones de programas de radio y 
televisión, exenciones temporales a determinadas importaciones y suministros, de 
personas consumidoras y para la promoción de vehículos de transporte por carretera 
limpios y energéticamente eficientes. 
34. Las transmisiones por cualquier título de bienes o derechos efectuadas en pago de 
indemnizaciones, en la cuantía judicialmente reconocida, en beneficio de las hijas, hijos 
y menores o personas incapacitadas sujetas a tutela o guarda y custodia de mujeres 
fallecidas como consecuencia de violencia contra la mujer, en los términos en que se 
defina por la ley o por los instrumentos internacionales ratificados por España. 
 
C) Con independencia de las exenciones a que se refieren los apartados A) y B) anteriores, 
se aplicarán en sus propios términos y con los requisitos y condiciones en cada caso 
exigidos, los beneficios fiscales que para este impuesto establecen las siguientes 
disposiciones: 
1.ª La Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa. 
2.ª El Real Decreto-ley 12/1980, de 26 de septiembre, sobre actuaciones del Estado en 
materia de Viviendas de Protección Oficial. 
3.ª La Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de Montes Vecinales en Mano Común. 
4.ª La Ley 82/1980, de 30 de diciembre, sobre Conservación de la Energía. 
5.ª La Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario. 
6.ª La Ley 49/1981, de 24 de diciembre, del Estatuto de la Explotación Familiar Agraria 
y de los Agricultores Jóvenes. 
7.ª La Ley 45/1984, de 17 de diciembre, de Reordenación del Sector Petrolero, con las 
especificaciones introducidas por la Ley 15/1992, de 5 de junio, sobre Medidas Urgentes 
para la Progresiva Adaptación del Sector Petrolero al Marco Comunitario. 
8.ª (Derogado). 
9.ª La Ley 49/1984, de 26 de diciembre, sobre Explotación Unificada del Sistema 
Eléctrico Nacional, por lo que se refiere a la cancelación de garantías constituidas al 
amparo del apartado 2 de su artículo 6. 
10.ª La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen General Electoral. 



11.ª Las operaciones de constitución y aumento de capital de las Entidades de Capital-
Riesgo en los términos establecidos en la Ley Reguladora de las Entidades de Capital-
Riesgo y de sus sociedades gestoras. 
12.ª La Ley 15/1986, de 26 de abril, de Sociedades Anónimas Laborales, con la 
modificación introducida por la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1991, de 16 de 
diciembre. 
13.ª (Derogado). 
14.ª La Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte. 
15.ª La Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas. 
16.ª La Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupaciones de Interés Económico. 
17.ª La Ley 19/1992, de 7 de julio, sobre Régimen de Sociedades y Fondos de Inversión 
Inmobiliaria y sobre Fondos de Titulación Hipotecaria. 
18.ª La Ley 24/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de 
España. 
19.ª La Ley 25/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación del Estado con la Federación de Comunidades Israelitas de España. 
20.ª La Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación con la Comisión Islámica de España. 
21.ª La Ley 31/1992, de 26 de noviembre, de Incentivos Fiscales aplicables a la 
realización del Proyecto Cartuja 93. 
22.ª La Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, para la constitución y 
ampliaciones de capital de las sociedades que creen las Administraciones y entes públicos 
para llevar a cabo la enajenación de acciones representativas de su participación en el 
capital social de sociedades mercantiles. 
23ª. Los Fondos de Garantía de Depósitos en establecimientos bancarios, en Cajas de 
Ahorro y en Cooperativas de Crédito continuarán disfrutando en el Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados de la exención establecida 
en el Real Decreto-ley 4/1980, de 28 de marzo, y en el Real Decreto-ley 18/1982, de 24 
de septiembre, por razón de su constitución, de su funcionamiento y de los actos y 
operaciones que realicen en el cumplimiento de sus fines. 
23ª. La Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de préstamos 
hipotecarios. 
 
II. Los beneficios fiscales no se aplicarán, en ningún caso, a las letras de cambio, a los 
documentos que suplan a éstas o realicen función de giro, ni a escrituras, actas o 
testimonios notariales gravados por el artículo 31, apartado primero. 
Los beneficios fiscales y exenciones subjetivas concedidos por esta u otras leyes en la 
modalidad de cuota variable de documentos notariales del impuesto sobre actos jurídicos 
documentados no serán aplicables en las operaciones en las que el sujeto pasivo se 
determine en función del párrafo segundo del artículo 29 del Texto Refundido, salvo que 
se dispusiese expresamente otra cosa. 
 
(Modificado por el Real Decreto-ley 19/2022, de 22 de noviembre, por el que se 
establece un Código de Buenas Prácticas para aliviar la subida de los tipos de interés 
en préstamos hipotecarios sobre vivienda habitual, se modifica el Real Decreto-ley 
6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios 
sin recursos, y se adoptan otras medidas estructurales para la mejora del mercado 
de préstamos hipotecarios.) 
 



TEMA 19 

LA DEFENSA DE LA COMPETENCIA 
 

 

Art. 3 de la Ley General de Publicidad (LGP) 

PUBLICIDAD ILICITA 

(Página 1100) 

 

Es ilícita: 
 
a) La publicidad que atente contra la dignidad de la persona o vulnere los valores y 
derechos reconocidos en la Constitución, especialmente a los que se refieren sus artículos 
14, 18 y 20, apartado 4. Se entenderán incluidos en la previsión anterior los anuncios que 
presenten a las mujeres de forma vejatoria, bien utilizando particular y directamente su 
cuerpo o partes del mismo como mero objeto desvinculado del producto que se pretende 
promocionar, bien su imagen asociada a comportamientos estereotipados que vulneren 
los fundamentos de nuestro ordenamiento coadyuvando a generar las violencias a que se 
refieren la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género y la Ley Orgánica de garantía integral de la libertad sexual. 
Asimismo, se entenderá incluida en la previsión anterior cualquier forma de publicidad 
que coadyuve a generar violencia o discriminación en cualquiera de sus manifestaciones 
sobre las personas menores de edad, o fomente estereotipos de carácter sexista, racista, 
estético o de carácter homofóbico o transfóbico o por razones de discapacidad, así como 
la que promueva la prostitución. 
 
b) La publicidad dirigida a menores que les incite a la compra de un bien o de un servicio, 
explotando su inexperiencia o credulidad, o en la que aparezcan persuadiendo de la 
compra a padres o tutores. No se podrá, sin un motivo justificado, presentar a los niños 
en situaciones peligrosas. No se deberá inducir a error sobre las características de los 
productos, ni sobre su seguridad, ni tampoco sobre la capacidad y aptitudes necesarias en 
el niño para utilizarlos sin producir daño para sí o a terceros. 
c) La publicidad subliminal. 
 
d) La que infrinja lo dispuesto en la normativa que regule la publicidad de determinados 
productos, bienes, actividades o servicios. 
 
e) La publicidad engañosa, la publicidad desleal y la publicidad agresiva, que tendrán el 
carácter de actos de competencia desleal en los términos contemplados en la Ley de 
Competencia Desleal. 
 
(Modificado por la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la 
libertad sexual.) 

 

 

 



Art. 15 Ley de Competencia Desleal (LCD) 

VIOLACIÓN DE NORMAS 

(Página 1101) 

 

1. Se considera desleal prevalerse en el mercado de una ventaja competitiva adquirida 
mediante la infracción de las leyes. La ventaja ha de ser significativa. 

2. Tendrá también la consideración de desleal la simple infracción de normas jurídicas 
que tengan por objeto la regulación de la actividad concurrencial. 

3. Igualmente, en el marco de lo dispuesto en el artículo 2, se considera desleal la 
contratación de extranjeros sin autorización para trabajar obtenida de conformidad con lo 
previsto en la legislación sobre extranjería. 

4. Igualmente, en el marco de lo dispuesto en el artículo 2, se considera desleal el 
incumplimiento reiterado de las normas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales. 

(Modificado por la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de 
empresas.) 

 

 

 
 
 
 
 


